	 

	En la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a los 29 días del mes de junio de 2011, se reúnen en acuerdo los jueces de la Sala VIII de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo para dictar sentencia en la causa del epígrafe, y, de acuerdo con el resultado del sorteo realizado, proceden a votar en el siguiente orden: 

EL DOCTOR LUIS A. CATARDO DIJO: 

I.- La sentencia de primera instancia, que hizo lugar en lo principal a la pretensión por cobro de indemnizaciones derivadas del despido y otros créditos de índole laboral, viene apelada por los demandados, por la representación letrada del actor y por el perito contador. 

II.- Recuerdo que los actores se consideraron despedidos de Juan Samra S.R.L. frente a la no satisfacción del reclamo por la falta de pago del mes de abril 2006 y de Fepisa S.A., por la negativa de la relación laboral y por la existencia de maniobras fraudulentas como integrante de un grupo económico que dichas sociedades conformaron, hechos que la sentencia de grado tuvo por acreditados, y en consecuencia, se hizo lugar a los reclamos por rubros indemnizatorios y salariales contra ambas codemandadas. 

Respecto del codemandado Juan Samra, la señora Jueza a quo lo condenó solidariamente con fundamento en el artículo 54 Ley de Sociedad, e hizo extensivos los efectos de la condena a sus herederos presentados en autos, atento el fallecimiento de aquél. 

Por una cuestión de orden metodológico trataré en primer lugar el recurso de Fepisa S.A. y los herederos de Juan Samra. 

III.- El primer agravio de Fepisa S.A. se centra en afirmar que ella no ha sido coempleadora de los actores en los términos del artículo 26 L.C.T. Aún cuando las sociedades demandadas hayan estado integradas por los mismos socios y directivos, cada una de ellas era titular de una empresa con explotaciones distintas según da cuenta el propio relato de la demanda. Juan Samra S.R.L.se dedicaba al despacho de Aduana y Fepisa S.A. a la actividad agropecuaria e inmobiliaria. La empresa, entendida como estructura u organización instrumental de medios materiales, inmateriales y personales destinados al logro de sus fines, sean económicos o benéficos, es la que determina las relaciones sociales que se dan dentro de su esfera. Si cada una de ellas tiene un fin estructural independiente se infiere la presencia de una doble unidad empresarial, esto es, dos empresas con relaciones de productividad diferenciadas. El empresario es ".quien dirige la empresa por sí, o por medio de otras personas, y con lo cual se relacionan jerárquicamente los trabajadores.". Cada una de las sociedades demandadas aquí son titulares de una empresa o organización empresarial distinta, son empresarios. Como dije, una está dirigida a una función relacionada con el despacho aduanero, y la otra a la actividad agropecuaria. Otro hubiera sido el enfoque si la finalidad de una de ellas fuera ficticia y no operara en el mercado de la manera que se enuncia. Si, por hipótesis, los accionantes hubieran trabajado para las dos empresas como subyace de los términos de la demanda y de la sentencia, tendríamos dos relaciones jurídicas laborales distintas y simultáneas. 

Desde esta perspectiva, lo que se deberá analizar es si existió una relación laboral con Fepisa S.A. en las condiciones peticionadas. A tal fin, los testigos propuestos en la causa, no resultan, a mi entender, eficaces para acreditar la pluralidad de relaciones jurídicas invocadas. Las declaraciones de los testigos en que se funda la sentencia de primera instancia describen las tareas de índole administrativas prestadas por Medina y Cannata, como prestaciones accesorias a las tareas que incumbían a las propias de su contratación. En efecto, la testigo Pucheta dijo de Medina que hacía toda la parte operativa de Ezeiza y administración de documentos en la oficina y de Cannata, dijo que hacía lo mismo pero en el Puerto de la Ciudad de Buenos Aires.La simple mención ".todos los empleados tenían que pagar cosas personales de Juan Samra." ( fs. 357), no sirve de sustento para afirmar que tenía una relación de dependencia con otra empresa respecto de la cual dicha persona física también administraba. Con igual grado de vaguedad el testigo Vasquez Parra se refirió a dicha circunstancia al decir que ".todos cumplían funciones para todas las empresas." (fs. 489), sin embargo describió como actividad principal de Medina y Cannata la de despachantes de aduana. El testigo Fernandez Arancibia dijo no conocer a Cannata, y respecto de Medina, afirmó que éste trabajaba mayormente fuera de la oficina, en trámites portuarios y que ".lo veía a partir de las 16 hs. o 17 hs., se lo encontraba en la cocina porque cuando volvían hacían base." (fs. 487), sin especificar qué tareas hacía durante la hora que le restaba hasta el horario de salida. 

En tanto no surge de los términos de la demanda ni de los dichos de los testigos que los actores realizaran tareas ajenas a la explotación de Juan Samra S.R.L. en horario suplementario sino que, en el supuesto que las ejecutaran, lo hacían dentro de la extensión horaria habitual, el argumento que subyace en la demanda de que se habría desarrollado una doble relación laboral carece de asidero fáctico posible. 

Respecto de los coactores Galiñanes y Ríos, tampoco se delimitó en la demanda cuáles eran las tareas de cada uno, deficiencia que no alcanza a satisfacer el requisito del inciso 3º, artículo 65 
, Ley 18.345. Esta insuficiencia impide cotejar con los datos aportados por los testigos, quienes diferencian las tareas de estos coactores como de índole administrativa. Sin embargo, resulta escueta la manera en que lo hacen, ya que la testigo Pucheta (fs. 356/357) si bien precisa su propia tarea como operadora del sistema María de aduana y administrativa, no lo hace sobre los coactores Ríos y Galiñanez.En efecto, sobre el primero, dice que hacía la parte administrativa de las tres empresas, sin detallar la modalidad de la actividad. Y sobre Galiñanez, si bien agrega, entre otras cosas, que hacía tareas referidas a pagos de cuentas, de gastos de las empresas y personales, y compra de insumos para el campo, afirma ".que no se acuerda en detalle." (fs. 357). El testimonio de Fernández Arancibia (fs. 487/488) pierde consistencia en tanto no recuerda ninguno de los apellidos de los actores. Llama la atención el interés del declarante en la concentración y memorización sobre determinados datos, y que no recuerde la identificación completa de sus compañeros. Otro tanto ocurre con Vasquez Parra (fs. 489/490) quien manifiesta que tanto él como todos los actores realizaban tareas administrativas para tres empresas con distintas actividades; aunque su declaración se deviene confusa en cuanto generaliza la descripción de tareas. 

No constituye un "hecho nuevo" el pronunciamiento judicial favorable a la tesis sostenida por una de las partes en los términos del artículo 78 
y 121 
Ley 18.345. 

Si bien de lo expuesto se puede extraer una cadena de indicios, la decisión de una condena no se puede fundar en ella, por más razonable que parezca, si no son confirmados por otros elementos de juicio. La mera probabilidad de la hipótesis apuntada es insuficiente para acoger las pretensiones traídas a esta sede, cuyos presupuestos de hecho debieron ser probados, como todos los hechos relevantes para el proceso, convincentemente, según las reglas de la sana crítica (artículos 377 
y 386 
C.P.C.C.N.). 

III.- Otro de los argumentos de la sentencia para fundar la solidaridad invocada ha sido la demostración de maniobras fraudulentas atribuidas a las sociedades demandadas en los términos de los artículos 14 
y 31 
L.C.T.Dicha imputación surge a partir de los atrasos en el pago de la remuneración y la falta de pago del último mes trabajado en Juan Samra S.R.L., incumplimiento en el que se funda el despido indirecto. Juan Samra S.R.L. no negó que adeudara los salarios de abril reclamados por los actores, respecto de los cuales se intentó regularizar a mediados de mayo frente a la crisis económica que sufría la empresa. 

En los casos de empresas relacionadas o subordinadas, o que constituyan un conjunto económico de carácter permanente, rige el artículo 31 L.C.T. que les impone responsabilidad solidaria por los créditos de los trabajadores, cuando hayan mediado maniobras fraudulentas o conducción temeraria, extremos que no se advierten en el caso. Esta frase final destacada, incorporada por la Ley 21297 
al primitivo artículo 33 
L.C.T., ha establecido una exigencia propia de los procesos concursales, que en el marco de una controversia individual de trabajo es, si no imposible, ciertamente difícil, la valoración de la conducción del conjunto que la norma requiere como presupuesto de operatividad de la extensión de la responsabilidad a sus componentes. 

En la especie, se da el supuesto de atrasos en el pago de la remuneración, hecho que no implica la dedicación del conjunto a producir maniobras fraudulentas, ni su conducción temeraria, menos aún después de tantos años de explotación de la empresa y de antigüedad de los empleados, sin perjuicio de constituir un incumplimiento puntual a normas laborales que no pueden ser calificadas como tales, salvo que se pruebe que constituía una maniobra tendiente a disminuir la responsabilidad patrimonial de alguna de las empresas relacionadas con la finalidad de defraudar a los acreedores. Sin embargo, los propios testigos manifiestan que ellos llegaron a un acuerdo por la extinción laboral y cobraron un resarcimiento.Las declaraciones testimoniales producidas en la causa penal, dado que no constituyen una prueba regularmente producida en este proceso, con control de las contrapartes, no son susceptibles de ser apreciadas como elementos probatorios, deficiencia que deberá asumir la parte actora (artículo 377 C.P.C.C.N.)-. 

Por ello, no encontrando motivos para extender solidariamente la condena a la apelante; forzoso es sugerir la revisión de la sentencia. 

IV.- El recurso de los herederos de Juan Samra, que vienen en su representación, también es procedente. "...En numerosas ocasiones, esta Sala sostuvo el criterio indicado. En "Díaz, Jorge v. Mc Meat S.A"; (sentencia del 31.08.2007), recordó que, en el precedente "Palomeque, Aldo René v. Benemeth S.A.", "la Corte Suprema de Justicia de la Nación desestimó la operatividad del artículo 54 de la Ley 19550, en cuanto no se acredite la existencia de una sociedad ficticia y fraudulenta, constituida en abuso del derecho y con el propósito de violar la ley, que, prevaliéndose de dicha personalidad afecte el orden público laboral o evada normas legales, aspectos no observados en el caso. No debe confundirse la personalidad de los socios y administradores con la de la sociedad, pues ésta es un sujeto de derecho con el alcance fijado en la ley. Los actos realizados por aquéllos, en representación del ente, no les son imputables, en principio, a título personal, dada la diferenciación de personalidad que emerge de la Ley 19550 y de los artículos 33 
y siguientes del Código Civil. Su eventual responsabilidad por los actos de la sociedad, nace cuando se acredita que la figura societaria ha sido utilizada como mero instrumento para la consecución de finalidades extrasocietarias; no configurado en la especie.Tampoco se ha demostrado la utilización de la personalidad jurídica como mero recurso para violar la ley o el orden público o frustrar los derechos de terceros (artículo 54, tercer párrafo de la Ley 19550).". El atraso en el pago del salario no constituye uno de los supuestos de procedencia de la norma, ya que resulta claro de la causa el objetivo comercial del emprendimiento y su efectiva actuación en el ámbito propio de su objeto. Como se advierte, no es posible inferir que el ente societario haya sido creado con la finalidad de materializar los presupuestos de hecho que refiere la norma en cuestión. Consecuentemente, no hay razón para extender la condena en el pleito en forma solidaria soslayando la normativa referente a la personalidad jurídica en general y a la de las sociedades comerciales en particular (artículos 163 
del Código Civil y ccds. de la Ley 19550). Se debe revocar la sentencia en este aspecto y eximir al demandado y, consecuentemente, a sus herederos, de la condena (artículo 499 
Código Civil). 

V.- Sentada la solución propiciada, no existe base para condenar en el marco del artículo 1° 
de la Ley 25.323 ya que la sociedad empleadora inscribió a la actora desde el inicio de su actividad y no se acreditó que existieran otros defectos registrales. Por lo tanto, se deberá descontar del monto de condena la suma de $ 51.238,25.- equivalente a dicho rubro admitido en la liquidación de Galiñanes; la suma de $ 50.837 respecto del coactor Cannata; la suma de $ 56.062,80.- respecto del coactor Medina y la suma de $ 30.931,20.- respecto del coactor Ríos. 

VI.- Los cuestionamientos relacionados con las regulaciones de honorarios, tendrán satisfacción en los términos del artículo 279 
C.P.C.C.N.- 

VII.- Por lo expuesto, propongo:a) se confirme la sentencia apelada en lo pertinente; se fije el capital nominal de condena en $ 456.236,4.-, suma a la que accederán los intereses fijados en grado; se confirme el pronunciamiento sobre costas y regulación de honorarios reajustado al monto de condena, dado que se adecuan a las leyes arancelarias (6º, 7º 
, 14 
y 19 
de la Ley 21839; 3º 
del Decreto-Ley 16638/57); y se impongan las costas de alzada por el orden causado (artículo 71 
CPCCN); b) se la deje sin efecto en cuanto extiende la condena a FEPISA S.A. y herederos de JUAN SAMRA: Fernando Juan Samra, María Isabel Samra, Juan Pablo Samra y María Amelia Animoso de Samra, a quienes se absolverá de la demanda; c) se impongan las costas a cargo de la parte actora (artículo 68 
CPCCN); d) estimo se regulen los honorarios de la representación letrada de las codemandadas, por su representación conjunta, por ambas instancias, en el 20% del capital reclamado (artículos 6º, 7º, 8º(rerf:LEG805.8), 14 y 19 
de la Ley 21.839). 

EL DOCTOR VICTOR A. PESINO DIJO: 

a) Con relación a la valoración de la prueba testimonial debo destacar que la pretensión de la existencia de un vínculo laboral simultáneo con la empresa Fepisa S.A., no puede sustentarse en testimonios que vagamente señalan que los actores realizaban tareas administrativas, sin indicar precisamente en que habrían consistido las mismas y como se las habría diferenciado de las que se realizaban en favor de Juan Samra S.R.L.No puede soslayarse que las prestaciones laborales de autos, salvo un caso, tuvieron extensiones superiores a los 20 años y, en esas condiciones, era de rigor la acreditación indisputable de los servicios realizados en favor de Fepisa S.A. 

b) En cuanto a la presunta existencia de maniobras fraudulentas, a mi juicio las mismas no han sido probadas, razón por la cual no nos encontramos ante el supuesto del artículo 31 de la L.C.T. 

No puede ello extraerse del hecho que las sociedades estuvieran integradas por personas de una misma familia, pues es inherente al derecho constitucional de trabajar y ejercer toda industria lícita (art. 14 
, C.N.) que cualquier persona esté habilitada para constituir sociedades con diferentes objetos. La circunstancia que Juan Samra S.R.L. haya cesado en su actividad no es índice de la existencia de fraude, como así tampoco que la misma hubiese funcionado en un inmueble de propiedad de Fepisa S.A., en tanto no ha sido acreditado que el mismo se hubiese adquirido con fondos de la primera, con el objeto de evadir sus eventuales responsabilidades, máxime cuando el ingreso al patrimonio de esta última se registró en el año 1993, según resulta de fs. 336 y siguientes, casi diez años antes de la ruptura de los contratos de trabajo. 

c) Por último, no surgen de autos los supuestos fácticos que hubiesen tornado operativa la responsabilidad del artículo 54 de la L.S. en lo que atañe a Juan Samra, razón por la cual es improcedente la condena contra los herederos. 

No obstante, me permito destacar que tampoco en este expediente podrían ser condenados los mismos, pues nunca fueron demandados y solamente accedieron a esta litis en virtud del fallecimiento del señor Juan Samra, de donde sus actos procesales no pueden sino ser entendidos en el marco de las obligaciones impuestas por el artículo 3383 
del Código Civil, los cuales son compatibles con el beneficio de inventario y no importan su renuncia (ob. cit. Pág.179-4-b). 

Adviértase que no consta en este litigio que Juan Samra hubiese sido propietario de bienes, de donde resulta improcedente cualquier condena contra sus herederos, máxime cuando los mismos no fueron requeridos en los términos del artículo 3366 
del Código Civil, de modo tal de posibilitarles el ejercicio del derecho establecido en el segundo párrafo de dicha norma legal. 

Con las salvedades expuestas, comparto la solución arribada en el voto que antecede. 

Por ello, el TRIBUNAL RESUELVE: 

1)Confirmar la sentencia apelada en lo pertinente y fijar el capital nominal de condena en $456.236,40, suma a la accederán los intereses fijados en grado. 

2)Confirmar el pronunciamiento sobre costas y regulación de honorarios reajustado al monto de condena. 

3)Imponer las costas de alzada por el orden causado. 

4)Dejar sin efecto en cuanto extiende la condena a FEPISA S.A. y herederos de JUAN SAMRA : Fernando Juan Samra, María Isabel Samra, Juan Pablo Samra y María Amelia Animoso de Samra, a quienes se absolverá de la demanda e imponer las costas en su relación a cargo de la parte actora 

5)Regular los honorarios de la representación letrada de las codemandadas, por su representación conjunta, por ambas instancias, en el 20% del capital reclamado. 

Regístrese, notifíquese y, oportunamente, devuélvanse. 

LUIS A. CATARDO 

JUEZ DE CAMARA 

VICTOR A.PESINO 

JUEZ DE CAMARA 

ALICIA E. MESERI 

SECRETARIA 


